
 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

REGIÓN JUDICIAL DE BAYAMÓN Y AIBONITO 
PANEL VII 

 
JOSÉ C. DE HOYOS 

ESCANIO, DORIS E. REYES 
GONZÁLEZ, Y LA SOCIEDAD 

DE GANANCIALES 
COMPUESTA ENTRE AMBOS 

 
Apelante 

 
v. 
 

MUNICIPIO AUTÓNOMO DE 

BAYAMON Y SU ALCALDE 
RAMÓN LUIS RIVERA CRUZ, 

FULANO(A) DE TAL, 
COMPAÑÍA ASEGURADORA 

A, B, C 
 

Apelada  

 
 
 
 
 

 
KLAN201600710 

 

APELACIÓN 
procedente del 
Tribunal de Primera 
Instancia,  
Sala de Bayamón 
 
 
 
Civil Núm.:  
DAC2014-2261 (401) 
 

 
 
 
 
Sobre: 
Expropiación a la 
inversa. 

 
Panel integrado por su presidenta, la Jueza Jiménez Velázquez, la 

Jueza Domínguez Irizarry y la Jueza Romero García. 
 

Jiménez Velázquez, jueza ponente. 
 

SENTENCIA  
 

En San Juan, Puerto Rico, a 19 de agosto de 2016. 

El señor José C. De Hoyos Escanio, su esposa Doris E. Reyes 

González, y la Sociedad Legal de Bienes Gananciales, apelaron la 

Sentencia emitida el 7 de marzo de 2016. En virtud de la misma, el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Bayamón, desestimó, con 

perjuicio, la Demanda de expropiación a la inversa instada contra 

el Municipio de Bayamón, bajo el fundamento de cosa juzgada.  Tal 

determinación fue objeto de una moción de reconsideración y de 

determinaciones de hecho, la cual fue denegada el 20 de abril de 

2016, notificada el siguiente día 26.  

Tras evaluar los argumentos de las partes comparecientes, 

los documentos unidos al expediente apelativo, así como el 

dictamen apelado, estamos en posición de resolver la presente 

controversia. Reseñamos a continuación el trámite acaecido ante el 

Tribunal de Instancia, que provocó la presentación del recurso 

apelativo de epígrafe.     
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I 

El señor José C. De Hoyos Escanio, su esposa Doris E. Reyes 

González, y la Sociedad Legal de Bienes Gananciales (matrimonio 

De Hoyos-Reyes) por ellos compuesta presentaron, el 14 de agosto 

de 2014, una Demanda sobre expropiación a la inversa contra el 

Municipio Autónomo de Bayamón, su Alcalde, el señor Ramón Luis 

Rivera Cruz, Fulano(a) De Tal, y la Compañía Aseguradora A, B, C. 

El matrimonio demandante alegó que el Municipio de Bayamón 

cambió, sin notificarles, la zonificación R1 de un terreno sito en la 

urbanización Sans Souci en Bayamón, del cual indicaron ser 

dueños a título de dominio, así como del predio colindante. Dicho 

cambio a zona calificada como Suelo Urbano Especialmente 

Protegido (SUEP), ocurrió en el año 1997. Según argüido, el Alcalde 

fue notificado el 13 de marzo de 2014, mediante carta con acuse 

de recibo, del interés de los demandantes en que el Municipio 

adquiriera o expropiara la propiedad en cuestión, pues, debido al 

cambio de zonificación, les era imposible hacer uso de la misma. 

Según el matrimonio De Hoyos-Reyes, el Municipio de Bayamón 

había tenido la zonificación como “Suelo Urbano Especialmente 

Protegido” (SUEP) por más de 14 años, lo que constituía una 

incautación de la propiedad privada, por lo que solicitaron la 

expropiación para que el Municipio adquiriera el pleno y absoluto 

título de dominio, y se le compensara por el justo valor del 

inmueble. Los esposos demandantes reclamaron, además, sus 

sufrimientos y angustias mentales, que estimaron en $100,000.  

El Municipio de Bayamón contestó la Demanda, en la que 

negó unos hechos, aceptó otros, y planteó varias defensas 

afirmativas. Específicamente, el Municipio aceptó la antigua 

zonificación R1 para el año 1992. Luego de advenir autónomo en 

dicho año, el Municipio aprobó un Plan Territorial. Así pues, el 

área en controversia, entonces identificada como “Terrenos del 

Río”, pasó a ser SUEP, según indicado en los Planos de Ordenación 
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de Uso y Suelo del 1996 y 2004 adoptados por la Junta de 

Planificación. Según el Municipio de Bayamón, cumplió con las 

leyes y los reglamentos al aprobar el Plan Territorial. Negó haber 

privado indebidamente al matrimonio demandante del disfrute de 

su propiedad, ni que la había incautado, por lo que era 

improcedente la compensación solicitada.  Como defensas 

afirmativas, el Municipio planteó que la reclamación no exponía 

hechos que justificaran la concesión de un remedio, que la acción 

estaba prescrita, que el matrimonio demandante no agotó los 

remedios administrativos, y la inexistencia de relación causal entre 

los alegados actos del Municipio y los daños reclamados, entre 

otras. De la Contestación a la demanda no surge la defensa 

afirmativa de cosa juzgada. A pesar de ello, el Municipio indicó que 

se reservaba el derecho de plantear cualquier otra defensa 

afirmativa que le asistiera o que surgiera del descubrimiento de 

prueba.  

Así las cosas, y luego de iniciado el proceso de 

descubrimiento de prueba, fue presentado el Informe para el 

manejo de caso el 10 de marzo de 2015.  En octubre de 2015, el 

Municipio de Bayamón solicitó la desestimación de la reclamación 

instada en su contra. Según el Municipio, el remedio y la 

compensación requeridos por el matrimonio demandante en la 

presente acción civil por el cambio de zonificación de R1 a SUEP 

habían sido previamente reclamados en el caso civil DAC2002-

0697. En ese caso del 2002, los esposos demandantes reclamaron 

uno supuestos daños sufridos a las propiedades indicadas en las 

Demanda del caso de epígrafe, por unos presuntos trabajos 

realizados en los terrenos por la Iglesia Defensores de la Fe, Inc., y 

el Municipio de Bayamón. Como parte del informe sobre 

conferencia preliminar entre abogados del caso previo, los esposos 

De Hoyos-Reyes hicieron referencia al cambio de clasificación de 

los terrenos de R1 a SUEP, por lo que reclamaron $2,628,400. En 
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ese caso, el matrimonio demandante incluyó una tasación en la 

que se especificó la pérdida de valor de la propiedad por el cambio 

de zonificación; la misma tasación anunciada en el caso de 

epígrafe.  El Municipio sostuvo que la parte demandante había ya 

reclamado la supuesta pérdida de valor de sus propiedades por el 

cambio de zonificación.   

El Municipio de Bayamón argumentó que durante la 

celebración del juicio en su fondo del caso DAC2002-0697, las 

partes informaron al tribunal que habían transigido todas las 

reclamaciones incluidas en esa demanda, sus enmiendas, así como 

las que surjan y surgieran de los hechos alegados en la misma, o 

que pudieron haber sido incluidas en la demanda, y que 

estuvieran relacionadas a los hechos. Entonces, los esposos 

demandantes desistieron, con perjuicio de su reclamación, tras ser 

suscrito el correspondiente Acuerdo transaccional y relevo 

confidencial. En consideración a ello, el Tribunal de Primera 

Instancia emitió, el 21 de diciembre de 2010, la Sentencia por 

desistimiento. Siendo así, el Municipio de Bayamón requirió que el 

tribunal tomara conocimiento judicial del caso DAC2002-0697, y  

sostuvo que la presente controversia constituía cosa juzgada, por 

lo que procedía la desestimación de la Demanda instada el 14 de 

agosto de 2014.         

El 23 de noviembre de 2015, los esposos De Hoyos-Reyes se 

opusieron a la solicitud de desestimación del Municipio de 

Bayamón. Sostuvieron que el caso previo era uno de daños y 

perjuicios y no de expropiación a la inversa, como el de autos.  

Según estos, la compensación recibida por el caso anterior fue en 

concepto de los daños que reclamaron.  Adujeron que si bien en el 

informe de conferencia con antelación al juicio presentado durante 

el trámite del caso DAC2002-0697 hicieron alusión a los daños por 

el cambio de zonificación, en ningún momento alegaron 

afirmativamente que solicitaban la expropiación por parte del 
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Municipio de Bayamón. El matrimonio demandante arguyó que al 

momento de instarse el pleito anterior en el año 2002 aún no 

procedía la solicitud de expropiación a la inversa, debido a que no 

había transcurrido tiempo suficiente para ello, y en consideración 

a que las partes habían acordado el arreglo del terreno y el 

restablecimiento de la zonificación R1. Los esposos evaluaron el 

contenido del informe de conferencia del año 2002 para sostener 

que no existía nada que indicara que el Municipio de Bayamón les 

compensó en ese entonces por el justo valor de la propiedad, sino 

por sus daños a consecuencia del movimiento de tierra.  

También, los esposos demandantes hicieron referencia a las 

disposiciones del acuerdo de transacción y confidencial citadas por 

el Municipio,1 y las distinguió de sus reclamos en la presente 

acción. Negaron la aplicación de la doctrina de cosa juzgada, ante 

la carencia de identidad de causas y de la cosa entre el primer 

pleito y el de autos. A pesar de admitir que solicitaron la 

expropiación a la inversa ya que no podían hacer uso de la 

propiedad por el cambio de zonificación, ello no fue alegado en el 

primer pleito ni contemplado al momento de suscribir la 

transacción, en el cual no se hizo referencia a la expropiación de 

los terrenos. Ante la divulgación no consentida del acuerdo 

confidencial de transacción por parte del Municipio, el matrimonio 

solicitó la imposición de una sanción de $5,000. Según ordenado 

por el tribunal, el Municipio de Bayamón replicó a la moción en 

oposición de los esposos demandantes. El 15 de enero de 2016, los 

esposos De Hoyos-Reyes se opusieron a la réplica del Municipio.  

Así las cosas, el 7 de marzo de 2016, el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Bayamón, dictó la Sentencia apelada. El 

Juzgador de hechos, además de exponer el tracto procesal del caso 

de epígrafe, detalló las alegaciones de las partes, según indicadas 

                                                 
1 Estos hicieron la salvedad de que no habían consentido a la divulgación del 

mismo, por lo que no lo incluyeron como anejo a su moción en oposición.   
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en la demanda, contestación, en la moción de desestimación y sus 

correspondientes oposición, réplica y dúplica. Como parte de sus 

Conclusiones de derecho, el tribunal reseñó la norma y 

jurisprudencia sobre la moción de desestimación al amparo de la 

Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V; el contrato de 

transacción, tanto judicial como extrajudicial; y la doctrina de cosa 

juzgada, así como sus diferentes modalidades. El foro de instancia 

discutió la norma sobre la expropiación a la inversa, que incluye la 

incautación reglamentaria y la física propiamente, así como del 

término prescriptivo para instar dicha acción. También, citó las 

disposiciones aplicables de la Ley Núm. 46 de 26 de junio de 1987, 

mejor conocida como la Ley de Propiedad, Afectación, Dedicación y 

Reserva para Fines Públicos, 32 LPRA 2923 et seq. 

El Juzgador de hechos evaluó la totalidad del expediente, la 

prueba documental provista por las partes litigantes, así como el 

trámite del caso DAC2002-0697, del cual tomó conocimiento 

judicial. Además, hizo referencia expresa al trámite acaecido en el 

caso previo, del año 2002, instado por el matrimonio demandante 

en cuanto a las mismas propiedades objeto del presente litigio. El 

Tribunal de Instancia consideró las enmiendas a las alegaciones 

incorporadas por los esposos demandantes en su informe de 

conferencia preliminar entre abogados del caso DAC2002-0697; 

específicamente, que para el año 2008 advinieron en conocimiento 

de que el Municipio de Bayamón, sin notificación alguna y en 

violación al debido proceso de ley, cambió la clasificación de sus 

terrenos a SUEP. A raíz de ello, reclamaron una suma de 

$2,628,400, en el pleito anterior.   

El tribunal consideró que los terrenos mencionados en la 

enmienda a las alegaciones del primer pleito eran los mismos que 

estaban en controversia en el presente caso, y por los cuales 

reclamaron una compensación por el cambio de zonificación 
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realizado por el Municipio, lo que afectó el valor de la propiedad. 

Según el Tribunal de Primera Instancia: 

[…] Aunque en el caso anterior la parte demandante no 
solicitó directamente una expropiación a la inversa, el 
lenguaje empleado en la enmienda de dicho informe es muy 
similar a las alegaciones de la parte demandante en la 
presente demanda, por lo que entendemos que tanto en la 
presente demanda como en la enmienda al informe 
preliminar del caso civil núm. D AC2002-0697, la parte 
demandante pretendía lo mismo; una compensación por la 
alegada acción del Municipio.  […]          

 
El tribunal consideró que en el presente pleito, al igual que 

el anterior, el matrimonio demandante tenía la intención de 

presentar como perito a la misma tasadora, según anunciada en el 

informe para el manejo del caso. También, estos pretendían 

presentar el informe de tasación del caso anterior, según 

actualizado, el cual hacía referencia a que el cambio de 

zonificación podía constituir una expropiación de facto, lo que a 

juicio del tribunal, constituía un análisis de la pérdida de valor de 

dichos terrenos a causa del cambio de zonificación, y sugería que 

los terrenos se utilizaran como parque pasivo y fueran vendidos al 

Departamento de Recursos Naturales o al Fideicomiso de 

Conservación. Si bien es cierto que el matrimonio demandante no 

podía solicitar la expropiación a la inversa cuando instó el pleito 

anterior en el año 2002,2 el tribunal señaló que, cuando en el año 

2010 se presentó la enmienda en el informe preliminar en ese 

caso, habían transcurrido cinco (5) años desde que terminó de 

decursar el término de ocho (8) años en que se afecta una 

propiedad.3 Siendo así, el foro apelado concluyó que en el pleito 

anterior la parte demandante tenía la intención de litigar la 

controversia sobre el cambio de zonificación y reclamarle al 

Municipio de Bayamón la compensación correspondiente. “[…] 

Incluso, si la parte demandante no tenía la intención de litigar 

                                                 
2 El cambio de zonificación ocurrió en el año 2007. 
3 Ello en referencia al término máximo de ocho (8) años contado a partir de la 
“fecha en que se deniegue todo uso productivo de unos terrenos”, que establece 
la Ley de Propiedad, Afectación, Dedicación y Reserva para Fines Públicos, supra, 

sec. 2926. 
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dicho asunto en ese momento, en el caso anterior ya tenían las 

bases para solicitar la expropiación a la inversa  [como la que instó 

en la presente demanda. […]”.   

En torno al acuerdo privado de transacción del caso D 

AC2002-0697, el foro de instancia sostuvo que, a cambio de una 

suma de dinero, los esposos demandantes desistieron, con 

perjuicio, de todas las reclamaciones y causas de acción contra 

todos los entonces demandados, inclusive el Municipio de 

Bayamón, así como de las que surgieran o pudieran surgir de los 

hechos alegados en aquella demanda; y de las que pudieron haber 

sido incluidas en la demanda y que estuvieran relacionadas a los 

hechos alegados en aquella demanda. En fin, el Tribunal de 

Primera Instancia determinó que era aplicable la doctrina de cosa 

juzgada. 

. . . . . . . .       . 
El tribunal entiende que la presente demanda (la 

cual se instó cuatro años después de haber sido presentada 
la enmienda a la alegación en el informe preliminar del caso 
civil Núm. D AC2002-0697) ha sido innecesaria cuando de 
un análisis del caso anterior todo parece indicar que la 
parte demandante tenía la intención de litigar la misma 
controversia que estamos evaluando y si no era así existían 
las bases para presentar una acción de expropiación a la 
inversa en el caso anterior; o sea, lo pudo haber litigado. 
Incluso, la transacción acordada en el caso anterior no solo 
dio fin a las reclamaciones de daños y perjuicios, sino 
también a la reclamación que solicitaba la compensación 
por la pérdida de valor de los terrenos a causa del cambio 
de zonificación, así como cualquier otra que surgiera de los 
hechos de tal pleito. Por lo tanto, el tribunal considera que 
la acción del demandante al instar la presente demanda fue 
temeraria, ya que pretendía litigar un asunto que fue 
considerado en el caso anterior y por el cual transó. 

 
La parte demandante sostuvo que la divulgación del 

acuerdo transaccional (el cual era confidencial) por parte 
del Municipio amerita la sanción de $5,000 en contra de 
dicha parte; sin embargo, entendemos que la presentación 
del mismo responde al inciso Núm. 11 de dicho acuerdo, el 
cual establece que se puede divulgar el mismo para poner 
en vigor sus disposiciones. […] Ante las intenciones del 
demandante, el Municipio estaba en su derecho de revelar 
el acuerdo para poner en vigor lo que los demandantes 
habían acordado; que era el desistimiento con perjuicio de 
todas las causas de acción que fueron examinadas en el 
caso civil Núm. D AC2002-0697. Por lo tanto, el tribunal no 
impondrá sanción alguna contra el Municipio.  

. . . . . . . .      . 

 
En fin, el Tribunal de Primera Instancia acogió la solicitud de 

desestimación del Municipio y, en su consecuencia, desestimó, con 
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perjuicio, la demanda del matrimonio De Hoyos-Reyes. El tribunal 

concedió el pago de las costas y los gastos del pleito a favor del 

Municipio de Bayamón. Tal dictamen fue notificado el 10 de marzo 

de 2016. 

Oportunamente, el matrimonio De Hoyos-Reyes solicitó la 

reconsideración de la aludida determinación desestimatoria, así 

como determinaciones de hechos adicionales. El Municipio de 

Bayamón se opuso a ello, a lo cual replicaron los esposos 

demandantes. El Municipio, a su vez, se opuso a la réplica. El 20 

de abril de 2016, el Tribunal de Primera Instancia declaró No Ha 

Lugar la Moción para solicitar la reconsideración y solicitud de 

determinaciones de hecho presentada por los esposos De Hoyos-

Reyes, lo cual fue notificado el 26 de abril de 2016. 

Inconformes, estos apelaron la mencionada Sentencia, 

mediante recurso presentado el 25 de mayo de 2016, en el cual 

indicaron los siguientes señalamientos de error: 

Erró el tribunal de primera instancia al aplicar la doctrina 
de cosa juzgada cuando de los propios hechos alegados 
queda evidentemente demostrado que no había identidad 
de causa ni de partes y cuando dicha alegación no fue 
incluida en las defensas afirmativas del demandado, lo que 
implica que la renunció.  
 
Erró el Tribunal de Primera Instancia al desestimar la 
demanda con perjuicio cuando las alegaciones de la 
demanda son claras, no dan margen a dudas, sí 
contemplan la concesión de un remedio y cuando no 
procede aplicar la doctrina de cosa juzgada.  

 
Erró el Tribunal de Primera Instancia al fundamentar su 
sentencia en el acuerdo transaccional del caso DAC2002-
0697 aun cuando la jurisprudencia recalca que el análisis 
debe ser restrictivo y determinar que se pagó el valor del 
terreno y al no imponer la sanciones de $5,000.00 al 
Municipio de Bayamón por divulgar el acuerdo sin el 
consentimiento de los demandantes. 
 
Erró el Tribunal de Primera Instancia al entender que el 
demandante tenía la intención de litigar esta misma 
controversia en el caso anterior o que tenía las bases para 
solicitar la expropiación a la inversa y determinar que no 
procedía la expropiación a la inversa. 
 

En cumplimiento con nuestra orden, el Municipio de 

Bayamón presentó su alegato el 28 de junio de 2016. 
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Tras examinar los escritos de las partes comparecientes, los 

documentos unidos a los mismos, la Sentencia apelada, así como 

el derecho aplicable, estamos en posición de resolver. 

II 

A 

El derecho al disfrute de la propiedad, aunque fundamental 

y de génesis constitucional, no es absoluto. La Asamblea 

Legislativa puede limitarlo en aras del bienestar general, pues el 

Estado tiene un poder inherente para realizar actos que 

promuevan la salud, seguridad y el bienestar de la comunidad 

mediante reglamentación razonable que limite el uso de una 

propiedad. El Estado tiene la facultad de expropiar una propiedad 

privada para fines públicos, ya sea mediante una acción de 

expropiación, al imponer restricciones reglamentarias o 

incautándose físicamente de una propiedad. Esta facultad está 

limitada por la exigencia de que el inmueble expropiado sea para 

un fin público y conlleva la obligación de pagar una justa 

compensación. Véase, Art. II, Sec. 9 de la Constitución del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico; Aner Investment Corp. v. J.P., 148 

DPR 241, 247 (1999), y casos allí citados.   

La acción de expropiación forzosa a la inversa se instituyó 

para aquellos casos excepcionales de ocupación física, incautación 

de un derecho real, o restricciones a la propiedad mediante 

reglamento, sin que el Estado haya presentado previamente la 

acción de expropiación ni consignado una justa compensación. El 

pleito de expropiación a la inversa se insta por el titular contra el 

Estado para obtener la compensación a que tiene derecho. Un 

titular puede, además, reclamarle al Estado los daños y perjuicios 

procedentes de la incautación física o reglamentaria de su 

propiedad. El término prescriptivo para presentar una acción de 

daños y perjuicios contra el Estado, consecuencia de restricciones 

a la propiedad mediante reglamento, es 1 año. El mismo comienza 
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a decursar desde que se libera la propiedad de las restricciones o, 

como máximo, después del octavo año de reserva. Aner Investment 

Corp. v. J.P., supra, pág. 248; Hampton Development Corp. v. 

E.L.A., 139 DPR 877, 888 (1996). El término de 8 años con el que 

cuenta el Estado para reservar una propiedad comienza a partir de 

la fecha en que se deniega todo uso productivo de la propiedad. 

Véase, además, Plaza de Descuentos v. E.L.A., 178 DPR 777 (2010), 

(Sentencia).   

Mediante la expropiación a la inversa, “se garantiza el 

cumplimiento del Estado con las disposiciones constitucionales 

que establecen que nadie será privado de su propiedad sin un 

debido proceso de ley y sin haber mediado justa 

compensación”.   Dicha acción es el remedio que tiene el dueño de 

una propiedad afectada u ocupada por una entidad del gobierno, 

que no ha seguido el trámite en ley para su adquisición, y que 

tampoco ha pagado la justa compensación.  Amador Roberts et als. 

v. ELA, 191 DPR 268, 279-280 (2014).  El Estado puede expropiar 

la propiedad o liberarla, e indemnizar al propietario por el tiempo 

en que la propiedad permaneció afectada, ya que la acción de 

expropiación forzosa a la inversa no pretende hacer al Estado un 

comprador involuntario e investirse con el título absoluto de 

dominio de la propiedad. Siendo así, si se demuestra que el Estado 

incautó una propiedad, su obligación es compensar al propietario y 

colocarlo en una situación económica equivalente a la que se 

encontraba con anterioridad a la incautación. Véase, Amador 

Roberts et als. v. ELA, supra, págs. 280-281, y casos allí citados.     

B 

Conforme al Artículo 1204 de nuestro Código Civil, 31 LPRA 

sec. 3343, para que se active la presunción de cosa juzgada en otro 

juicio, “[…] es necesario que entre el caso resuelto por la sentencia 

y aquél en que ésta sea invocada, concurra la más perfecta 

identidad entre las cosas, las causas, las personas de los litigantes 
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y la calidad con que lo fueron.” La doctrina está fundamentada en 

el interés del Estado en ponerle fin a los litigios y en proteger a los 

ciudadanos para que no se les someta en múltiples ocasiones a los 

rigores de un proceso judicial. La aplicación de esta doctrina tiene 

el efecto de que la sentencia emitida en un pleito anterior impide 

que se litiguen posteriormente, entre las mismas partes y sobre las 

mismas causas de acción y cosas, las controversias ya litigadas y 

adjudicadas, y aquellas que se pudieron haber litigado.  Municipio 

de San Juan v. Bosque Real, S.E., 158 DPR 743, 769-770 (2003), y 

casos allí citados.     

El Artículo 1204 del Código Civil, supra, exige la identidad 

entre las cosas, las causas y las personas de los litigantes.  La 

identidad entre las cosas, se refiere al “objeto o materia sobre la 

cual se ejercita la acción”.  Lausell Marxuach v. Díaz de Yáñez, 103 

DPR 533, 535 (1975). Para determinar si existe o no identidad de 

cosas, el Juzgador debe cuestionarse si, al tomar una 

determinación sobre el objeto de una demanda en el caso ante 

nuestra consideración, se expone a contradecir una decisión 

anterior en cuanto al mismo objeto. A & P Gen. Contractors v. Asoc. 

Caná, 110 DPR 753, 764-765 (1981).   

   A su vez, la identidad de causa se refiere a la razón o 

motivo de pedir. Es decir, se refiere al fundamento u origen de las 

cuestiones planteadas y resueltas. A & P Gen. Contractors v. Asoc. 

Caná, supra, pág. 765. El requisito de identidad de causas se 

constituye “cuando la nueva acción estuviera como embebida en la 

primera o fuese consecuencia inseparable de la 

misma…”.  Acevedo v. Western Digital Caribe, Inc., 140 DPR 452, 

464 (1996), citando a J.M. Manresa y Navarro.  

La doctrina de la mutualidad rige el requisito de la identidad 

de las personas de los litigantes. Acevedo v. Western Digital Caribe, 

Inc., id, pág. 465.  Es decir, es necesario que las partes litigantes 

hayan sido las mismas en ambos pleitos, el original y el segundo, o 
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se hallaren en una relación mutua.  Pol Sella v. Lugo Christian, 107 

DPR 540, 550 (1978). Según el Artículo 1204, supra, hay identidad 

de personas siempre que los litigantes del segundo pleito sean 

causahabientes de los que contendieron en el pleito anterior, o 

estén unidos a ellos por vínculos de solidaridad. La perfecta 

identidad de partes entre un primer caso y segundo no puede ser 

tomada en sentido literal, sino que requiere que se ausculte la 

relación entre unas y otras, y si existe suficiente mutualidad como 

para concluir que se configura la misma identidad. Véase, Acevedo 

v. Western Digital Caribe, Inc., supra.    

Si bien nuestro Tribunal Supremo se ha negado a aplicar la 

doctrina de cosa juzgada de forma automática o de manera rígida 

para evitar una injusticia o cuando se plantean consideraciones de 

interés público, aun cuando concurren los requisitos antes 

discutidos, ello no implica que las excepciones a su aplicación se 

apliquen liberalmente. Las excepciones a la aplicación de la 

doctrina de cosa juzgada no se favorecen, pues se puede afectar la 

finalidad de las controversias adjudicadas y, por ende, el buen 

funcionamiento del sistema judicial. P. R. Wire Products v. C. 

Crespo & Assoc., 175 DPR 139, 152 (2008), y casos allí citados.  

En virtud de la doctrina de cosa juzgada, en sus diversas 

modalidades, el tribunal sentenciador aplicará la misma, no solo 

respecto a lo que se adjudicó en el primer pleito, sino en cuanto a 

todo lo que pudo haberse adjudicado en el primer litigio.        

La doctrina de cosa juzgada es una de las defensas 

afirmativas enumeradas en la Regla 6.3 de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V. Los tribunales no pueden levantar las defensas 

afirmativas por su propia iniciativa, salvo la falta de jurisdicción, 

por ser rogado nuestro proceso judicial. Estas defensas 

afirmativas, como la cosa juzgada, deben plantearse de forma 

clara, expresa y específica al responder a una alegación o se 

tendrán por renunciadas, a menos que surja del descubrimiento de 
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prueba los hechos que sustentan la defensa, por lo que se deberá 

presentar una enmienda a la alegación pertinente sin dilación 

alguna. R. Hernández Colón, Práctica jurídica de Puerto Rico: 

derecho procesal civil, 5ta ed., San Juan, Ed. LexisNexis, 2010, 

Sec. 2404, pág. 251. “Por ejemplo, si plantea la defensa de cosa 

juzgada es necesario establecer el pleito anterior en que se 

presentó la reclamación y los hechos demostrativos de la identidad 

de las causas y de las partes, si meramente se alega „cosa juzgada‟, 

la alegación es insuficiente y se renuncia a la defensa.” Id. Si bien 

la defensa afirmativa que no se plantea en la contestación queda 

renunciada y no puede plantearse en ninguna parte posterior del 

proceso, si los hechos que la fundamentan se conocen con 

posterioridad a la presentación de la constestación y con motivo 

del descubrimiento de prueba, la defensa afirmativa no se tendrá 

por renunciada y deberá plantearse en la alegación pertinente 

inmediatamente. Nos obstante, si la prueba establece la defensa 

afirmativa, es decir, si la parte demandada enmienda las 

alegaciones por la prueba que se presenta en juicio, el tribunal 

puede considerar la defensa afirmativa aunque no haya sido 

planteada en la contestación. Véase, R. Hernández Colón, Práctica 

jurídica de Puerto Rico: derecho procesal civil, 5ta ed., San Juan, 

Ed. LexisNexis, 2010, Sec. 2404, págs. 251-252.  

III 

 Para disponer de la presente controversia, nos corresponde 

determinar si, como adujo la parte apelante, erró el Tribunal de 

Primera Instancia al aplicar la doctrina de cosa juzgada.  

En cuanto al planteamiento de los demandantes-apelantes 

de que esta defensa no fue alegada en la contestación a la 

demanda y, por lo tanto, renunciada, valga señalar que los hechos 

en que el Municipio fundamentó la aplicación de la defensa de cosa 

juzgada fueron conocidos a raíz del descubrimiento de prueba; 

motivo por el cual esta defensa no fue renunciada. 
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Inmediatamente, el Municipio de Bayamón solicitó, mediante 

moción, la desestimación de la reclamación instada en su contra; 

escrito en el que detalló de forma clara, expresa y específica porqué 

aplicaba la doctrina de cosa juzgada. Incluso, la propia prueba 

documental presentada por el Municipio establece, sin lugar a 

dudas, esta defensa afirmativa. Por ello, el Tribunal de Instancia  

podía considerar la misma, aun en el supuesto de que no hubiera 

sido planteada en la contestación, mas sí en la moción de 

desestimación. Además, cabe indicar que en la oposición a la 

moción de desestimación, así como en su moción de 

reconsideración de la sentencia, el matrimonio De Hoyos-Reyes 

discutió los méritos de la supuesta carencia de identidad de las 

cosas, causas y personas entre la causa de acción de epígrafe y el 

pleito anterior. Fue en apelación cuando por primera vez estos 

alegaron que la defensa de cosa juzgada no había sido planteada 

en la contestación, por lo que, a su entender, la misma había sido 

renunciada. Como expusimos, tal argumento es improcedente en 

derecho.  

Ahora bien, al considerar propiamente los requisitos de la 

defensa de cosa juzgada, a la luz de los hechos particulares de este 

caso, debemos concluir, igualmente, que la misma aplica en toda 

su extensión a la presente controversia. Como indicamos, para 

determinar si existe o no identidad de cosas, acorde con la doctrina 

civilista, debemos cuestionarnos si el tribunal, al tomar una 

determinación sobre el objeto, se expone a contradecir una 

determinación anterior en cuanto al mismo objeto. A & P Gen. 

Contractors v. Asoc. Caná, supra. En virtud de la reclamación 

judicial de epígrafe, los esposos demandantes solicitaron la 

expropiación forzosa a la inversa de ciertas propiedades. Previo a 

ello, en el año 2002, estos instaron una acción sobre 

incumplimiento de contrato, y daños y perjuicios; reclamación que 

versaba sobre las mismas propiedades objeto de la causa de acción 
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de autos. Al evaluar las alegaciones planteadas por los esposos De 

Hoyos-Reyes en el caso anterior del año 2002, según fueron 

enmendadas en el informe sobre conferencia preliminar, notamos 

que por los terrenos en cuestión estos solicitaron, entonces, una 

compensación por el cambio de zonificación. Si bien en el caso 

previo estos no solicitaron la expropiación a la inversa de dichos 

inmuebles, lo cierto es que sí pretendían una compensación por la 

acción del Municipio de Bayamón sobre el cambio de zonificación; 

acción que también motivó la presentación de la presente causa de 

acción.  Debemos recordar que, en virtud de la expropiación a la 

inversa, se garantiza que el Estado no prive a nadie de su 

propiedad sin el debido proceso de ley y sin haber mediado justa 

compensación. Sin embargo, esta acción no pretende hacer al 

Estado un comprador involuntario de la propiedad. Siendo así, 

carece de méritos la contención de los esposos apelantes en cuanto 

a que, contrario al pleito anterior del año 2002, en la causa de 

autos solicitaron que el Municipio le pagara los terrenos y se 

convirtiera el nuevo titular de los mismos.   

A su vez, al evaluar el motivo o la razón de instar tanto la 

reclamación judicial tras las enmiendas a las alegaciones como la 

de autos, es de fácil conclusión que en ambos pleitos los esposos 

demandantes solicitaron una compensación a raíz del cambio de 

zonificación que afectó a sus propiedades. Ello no incide sobre los 

medios de prueba, ni sobre los fundamentos legales de las 

pretensiones deducidas por las partes. “[…] [E]l requisito de 

identidad de causa se cumple aunque la acción ejercitada sea 

distinta de la primera en su calificación jurídica o en términos 

nominales.” La causa o motivo para pedir no debe ser confundido 

con el remedio que se pide. Pérez Droz v. A.S.R., 184 DPR 313, 318 

(2012), y casos allí citados. El motivo o fundamento, tanto de la 

primera reclamación como de esta, fue la acción del Municipio de 

cambiar la zonificación que afecta las propiedades del matrimonio 
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demandante, por lo cual solicitaron ser compensados por la 

pérdida de valor de los terrenos en cuestión. Contrario a lo 

indicado por el matrimonio apelante, el Tribunal de Primera 

Instancia no basó su determinación desestimatoria en la prueba, 

sino en las propias alegaciones y reclamos de dicha parte tanto en 

la presente causa de acción, como en la anterior. Tanto en la 

reclamación del año 2002 como en esta, la causa, o el motivo, de 

los demandantes apelantes para pedir fue una: recibir una 

compensación por el cambio de clasificación, de R1 a SUEP, 

efectuada por el Municipio de Bayamón. A su vez, tanto en el pleito 

anterior como en este, los esposos De Hoyos-Reyes fueron parte 

demandante, y el Municipio de Bayamón, demandada. Por tanto, 

también se satisface el requisito de identidad de partes.   

Recordemos, además, que el contrato de transacción, 

regulado por el Artículo 1709 del Código Civil, 31 LPRA sec. 4821, 

tiene el efecto de cosa juzgada sobre las materias incluidas en el 

mismo. Artículo 1715 del Código Civil, 31 LPRA sec. 4827. 

Mediante el contrato de transacción las partes, dando, 

prometiendo o reteniendo cada una alguna cosa, evitan un pleito o 

ponen fin a uno ya comenzado. Las características del contrato de 

transacción son la existencia de una controversia o relación 

jurídica incierta litigiosa; la intención de las partes de eliminar o 

superar esa controversia; y las concesiones recíprocas entre las 

partes. Rodríguez v. Hospital, 186 DPR 889, 903 (2012). 

Todo contrato de transacción debe cumplir con los mismos 

requisitos que cualquier otro contrato. Artículo 1213 del Código 

Civil, 31 LPRA sec. 3391. Así las cosas, existe el consentimiento en 

el contrato de transacción, ya que tiene que ser consensual entre 

las partes.  Por otro lado, el objeto del contrato de transacción es la 

controversia existente entre las partes, ya sea de índole judicial o 

extrajudicial. Finalmente, la causa del contrato de transacción 

consiste en la eliminación de la controversia entre las partes 
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mediante concesiones recíprocas. Lo pactado por las partes en 

virtud de una transacción debe considerarse como definitivamente 

resuelto y éstas no pueden volver sobre ello. Neca Mortg. Corp. v. A 

& W Dev. S.E., 137 DPR 860, 871-872 (1995).   

Los contratos de transacción únicamente comprenden los 

objetos expresamente determinados en ellos, “o que, por una 

inducción necesaria de sus palabras, deban reputarse 

comprendidos en la misma”. Artículo 1714 del Código Civil, 31 

LPRA sec. 4826. Por ello, deben ser interpretados de forma 

restrictiva. Rodríguez v. Hospital, supra, pág. 904.  

Al evaluar el contrato de transacción del caso DAC2002-

0697, así como todo el trámite del mismo, debemos concluir que el 

Tribunal de Primera Instancia no incidió al considerar el acuerdo 

privado y confidencial de relevo suscrito por los esposos 

demandantes, aquí apelantes, y el Municipio de Bayamón. En 

virtud de este acuerdo, los esposos De Hoyos-Reyes se 

comprometieron a desistir, con perjuicio, a favor de los 

demandados del pleito anterior, entre los cuales se encontraba el 

Municipio, de todas las reclamaciones y causas de acción que 

surgieran o que pudieran surgir de los hechos argüidos, o que 

pudieron haber sido incluidas o estuvieran relacionadas a los 

hechos entonces alegados. Sin duda alguna, las enmiendas a las 

alegaciones introducidas por el matrimonio De Hoyos-Reyes 

mediante el informe preliminar entre abogados en el caso del año 

2002, y las alegaciones aducidas por dicha parte en la reclamación 

de epígrafe surgen de, o están relacionadas a, unos mismos hechos 

respecto al cambio de clasificación de sus terrenos por parte del 

Municipio demandado en ambos pleitos. La actuación del 

Municipio de Bayamón de presentar el contrato de transacción y 

relevo halla sustento en las mismas disposiciones de dicho 

contrato, con el fin de poner los acuerdos entre las partes.    
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Aun bajo una interpretación favorable de las alegaciones 

esbozadas por el matrimonio De Hoyos-Reyes, la aplicación de la 

doctrina de cosa juzgada procede como cuestión de derecho al caso 

ante nuestra consideración, como correctamente determinó el 

tribunal apelado. La Sentencia apelada fue emitida conforme a 

derecho. No existe fundamento alguno para interferir con tal 

dictamen y llegar a una conclusión distinta a la alcanzada por el 

Tribunal de Primera Instancia. En consideración a ello, 

confirmamos la determinación desestimatoria apelada. 

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se  confirma la 

Sentencia apelada.      

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


